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Acta Nº 140 de abril 15 de 2009
Decide la Sala la acción de tutela propuesta por el señor John Jairo López García contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas.

ANTECEDENTES

El señor John Jairo López García, obrando en su propio nombre, en forma verbal (sin mediar ninguno de los supuestos del inciso final del artículo 14 del Decreto 2591 de 1991), presentó acción de tutela contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas por considerar que le está vulnerando su derecho fundamental de defensa y, por tanto, el del debido proceso, por vías de hecho. 

Narra que el día 19 de marzo de 2008 elevó denuncia en la Fiscalía 35 del municipio de Dosquebradas por falsificación de documento privado; que dicho despacho le dio traslado a la Fiscalía 20 de Pereira y ésta a su vez a la 10 de esta misma ciudad para el trámite correspondiente; que el 24 de marzo del presente año allegó a esta fiscalía documentos para la correspondiente investigación por manipulación de las pruebas; que esta Fiscalía le solicitó al Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas que remitiera la documentación correspondiente al proceso ordinario de pertenencia con radicado 107 del año 2000, pero hasta el momento de la presentación de la acción no había dado respuesta. Arrimó el escrito y los anexos presentados ante la Fiscalía 10 de Descongestión para demostrar que viene siendo víctima por manipulación de pruebas dentro del proceso atrás anunciado.
Se dispuso el trámite correspondiente con el traslado de rigor al juzgado accionado. 
El 26 de marzo el demandante allegó un nuevo escrito en el que hace alusión al hecho de que la acción de tutela procede contra providencias judiciales cuando se incurra en una vía de hecho indicando los defectos que para ello ha precisado la Corte Constitucional por lo que solicita con base en los documentos que cita a folio 66, se restablezca el derecho quebrantado por vía de hecho, porque las escrituras públicas del bien inmueble ubicado en la ciudadela Campestre A, manzana 22, casa 3, segunda etapa lo acreditan como legítimo propietario del mismo. 

El juzgado accionado se pronunció en el sentido de que no comprende el amparo solicitado por cuanto allí se tramitó un proceso de usucapión radicado bajo el número 107-2000 que tuvo su curso normal hasta la sentencia de primera instancia que, pese a que a fue recurrida, no tuvo revisión de segunda sede porque el recurso de declaró desierto por falta de sustentación; y agregó su titular que en la manifestación del accionante se presenta una confusión, porque de ser procedente el amparo por el derecho a la defensa y el debido proceso, la violación provendría de la fiscalía, por que fue allí donde presentó la respectiva denuncia y se adelanta el proceso penal.

El día 3 de abril del año que corre, como prueba de oficio se interrogó al accionante y luego se practicó diligencia de inspección judicial al expediente que contiene la acción de tutela surtida en el año 2004 entre las mismas partes. 

Ahora se procede a decidir, previas las siguientes,
CONSIDERACIONES
  



Es preciso señalar delanteramente que la vulneración que acusa el accionante no puede ir más allá de lo que planteó en la narración que inicialmente hizo ante el juzgado que recibió su denuncia de amparo constitucional, esto es, de lo que se contrae a que el Juzgado Civil del Circuito de Desquebradas no se había pronunciado sobre la información que le requirió la Fiscalía 10 de Descongestión, donde radicó una denuncia penal por manipulación de pruebas.
Y de que ello debe ser así no hay duda, porque a pesar de la informalidad propia de la acción de tutela, no puede con ella tomarse por sorpresa a los demás intervinientes trayendo a colación, a última hora, situaciones y pretensiones novedosas que no fueron argüidas desde el inicio, presentadas luego de surtirse el traslado a la parte interesada que, por tanto, no tuvo oportunidad de discutirlas. Si así se aceptara, se pondría en juego, ahí sí, el derecho de defensa del que también es titular la parte pasiva en este tipo de contiendas y no sólo el de él, sino también el de quienes intervinieron en el proceso ordinario que no fueron aquí llamados precisamente porque lo que se infería del escrito inicial y quiso aclararse luego, es que la trasgresión derivaba simplemente del hecho de que el juzgado no respondía la solicitud que le hizo la Fiscalía.  
  



Más aún. Si se llegaran a considerar los argumentos últimamente esbozados por el accionante, ello iría en su propio perjuicio, porque no es si no ver el escrito mediante el cual se formalizó la acción de tutela que inició contra el mismo despacho judicial en el año 2004 (f. 95), para concluir que se trata de una misma cuestión fáctica y jurídica, tendiente a la protección del mismo derecho, lo que implicaría su improcedencia, en los términos del artículo 38 del Decreto 2591 de 1991.  

   



Si esto no fuera suficiente, es decir, si se pensara que debe analizarse la queja que elevó en su escrito del 26 de marzo (f. 65) y que amplió en el interrogatorio absuelto, bastaría para desecharla decir que, como él mismo afirma, desde la emisión del fallo dictado por la jurisdicción ordinaria a esta parte han transcurrido más de 5 años y no se tiene en cuenta que para que la acción de tutela debe ser propuesta en un término razonable que permita la protección de un derecho fundamental actualmente violado, que es lo que se conoce como el principio de la inmediatez. 
  



Ahora bien, delimitado como fue el alcance de esta acción, con la acotación que se hizo del porqué no fueron vinculadas otras personas, se tiene que lo que está en juego para el demandante es la violación del debido proceso por parte del Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas por retardar una respuesta a la Fiscalía General de la Nación que le solicitó la remisión de unas copias tomadas del proceso ordinario en el que aquel fue parte. 
Mas, sin necesidad de otras apreciaciones, es claro que la cuestión derivada de la actuación del despacho accionado, que si bien deja mucho que desear porque dejó transcurrir más de un mes para acatar lo pedido para un proceso penal que supone un trámite urgente, ha pasado a un plano diferente que es el de la carencia actual de objeto, si se tiene en cuenta que, como se acredita con la copia del oficio 332 de marzo 25 último, recibido en la fiscalía al día siguiente, se cumplió la orden cuya omisión sirvió de pábulo a esta demanda, al margen de que ello hubiera ocurrido -todo parece indicarlo- a raíz de la notificación que de ella se le hizo al ente judicial. De ese oficio se desprende que se satisfizo íntegramente la pretensión que en esta acción constitucional se incoa, esto es, la expedición de las copias y el desglose requeridos por el ente fiscal. 
En consecuencia, se negará el amparo impetrado. 
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley NIEGA la protección invocada, en su propio nombre, por John Jairo López García contra el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas.

Notifíquese a las partes por el medio más expedito la decisión aquí tomada.

Si no es impugnada, oportunamente remítase la actuación a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                     CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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